
 
 

 
JUZGADO VEINTISIETE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá D.C., dieciséis de agosto de dos mil veintitrés 
 
Ref.: Tutela 110013103027-2023-00444-00 
 
Procede en esta oportunidad el Despacho y dentro del término 

de Ley, a decidir la presente acción de tutela promovida por 

LABORES SANSAL SAS, en contra de NUEVA EPS, al considerar 

vulnerado el derecho fundamental de petición. Una vez agotado 

el trámite de rigor, se procede a impartir el pronunciamiento que 

en derecho corresponda. 

 

 

I. Antecedentes 

 

La entidad accionante reclama el amparo del derecho fundamental de 

petición por lo que manifestó que radico incapacidades para la 

revisión, liquidación y transcripción de la lista de sus trabajadores 

ante la accionada, a través del portal transaccional de aquella 

conforme a las directrices de la EPS accionada, asimismo informa 

que se encuentran al día con los pagos de aportes a la seguridad 

social en salud.  

 

Por lo anterior, indica que presentó el pasado 30-06-23 derecho 

de petición, anexo a esta actuación constitucional, donde se le 

otorgo el número de Radicado 2505929, sin que a la fecha le 

hayan resuelto su solicitud dentro del término legal para ello. 

 

Admitida la acción constitucional con providencia de fecha del 

04-08-23, se ordenó que la accionada rindiera el correspondiente 

informe. 

 

La entidad accionada informa que debe negarse la tutela en razón 

que no se acredita la radicación del escrito de petición que indica 

la entidad accionante, que con todo se dio traslado al área 

técnica para que emita concepto de la existencia de una 

respuesta a la presunta petición. En igual medida informa que la 

EPS cuenta con los correos electrónicos 

secretaria.general@nuevaeps.com.co y/o 

tributaria@nuevaeps.com.co, así como canales habilitados 

específicos. 

 

II. Consideraciones 
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La acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la 

Constitución Política, reglamentada por los Decretos 2591 de 

1991 y 306 de 1992, como lo ha reiterado la doctrina 

constitucional, es procedente cuando quiera que la actuación u 

omisión de la autoridad pública, o de un particular en los estrictos 

casos autorizados, infrinja o amenace derechos constitucionales 

fundamentales, siempre que el afectado no disponga de otro 

medio de defensa judicial, a menos que se promueva como 

mecanismo transitorio para evitar un daño irremediable. 

 

Así las cosas, su viabilidad o procedencia exige dos precisos 

requerimientos: por un lado, que la actuación extendida 

comprometa un derecho del linaje avisado y, por otro lado, que 

no exista mecanismo de protección distinto. 

 

1. Problema Jurídico. 

 

En este caso, debe el Despacho lo determina así: ¿Se ha 

vulnerado el derecho fundamental de derecho de petición 

invocado por la entidad LABORES SANSAL SAS por parte de 

NUEVA EPS en razón de no brindar una respuesta de fondo y 

concreta?  

 

2. Derecho de petición. 

 

Con relación al derecho de petición consagrado en el artículo 23 

de la Constitución Política, vislumbra no sólo la posibilidad de 

que toda persona pueda presentar peticiones respetuosas ante 

las autoridades, sea en interés general o particular, sino a la par 

el derecho de obtener de aquellas una respuesta despejada y 

precisa del contenido sometido a su consideración, dentro del 

término contemplado en las normas jurídicas y notificada 

eficazmente.  

 

Con todo, la falta de una respuesta o la resolución tardía de la 

solicitud, se constituye en una forma clara de violación de tal 

derecho constitucional fundamental, la cual puede ser 

contrarrestada por esta excepcional vía constitucional.  

 

Sobre el particular, la Corte Constitucional ha puntualizado lo siguiente:  

 
“Así, pueden identificarse los componentes elementales del 
núcleo conceptual del derecho de petición que protege la Carta 
Fundamental de 1991, consistentes en la pronta contestación de 
las peticiones formuladas ante la autoridad pública, que deberá 
reunir los requisitos de suficiencia, efectividad y congruencia para 
que se entienda que ha resuelto de fondo y satisfecho la solicitud 
del petente.   
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“Respecto a los requisitos señalados, esta Entidad ha manifestado 
que una respuesta es suficiente cuando resuelve materialmente 
la petición y satisface los requerimientos del solicitante, sin 
perjuicio de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del 
peticionario; es efectiva si la respuesta soluciona el caso que se 
plantea (artículos 2, 86 y 209 de la C.P.); y es congruente si existe 
coherencia entre lo respondido y lo pedido, de tal manera que la 
solución a lo pedido verse sobre lo preguntado y no sobre un tema 
semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se 
excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se 

encuentre relacionada con la petición propuesta” 
 
En este orden, el derecho fundamental de petición, de que trata 

el Artículo 23 de la Constitución Política, se quebranta, cuando 

no se resuelve o no se da respuesta oportuna a una solicitud. En 

efecto, la disposición en comentó prevé:  “Toda persona tiene 

derecho a presentar peticiones respetuosas por motivo de 

interés general o particular y a obtener pronta resolución”. 

 

Según la Jurisprudencia de la Corte Constitucional, las entidades 

públicas y privadas están obligadas a responder las solicitudes 

presentadas por los ciudadanos dentro del término establecido 

en la Ley. El no otorgar dicha respuesta constituye una violación 

al Derecho Fundamental de Petición y permite acceder a la 

acción de tutela.  

 

Sin embargo, la prosperidad de la acción de tutela está 

supeditada a la existencia de dos extremos fácticos que deben 

estar claramente demostrados: de una parte, la solicitud, con 

fecha cierta de presentación ante la autoridad a la cual se dirige, 

y de otra, el transcurso del tiempo señalado en la ley sin que la 

respuesta se haya comunicado al solicitante.  

 

Al respecto, la Corte Constitucional en Sentencias T-329 de 2011 

y T-489 de 2011 señaló:  

 
“Ahora bien, la violación de ese derecho puede dar lugar a la 
iniciación de una acción de tutela para cuya prosperidad se 
exigen dos extremos fácticos que han de cumplirse con rigor. 
Primero la existencia con fecha cierta de una solicitud dirigida a 
una autoridad, y segundo el transcurso del tiempo señalado en 
la ley sin que se haya dado una respuesta oportuna al 
solicitante. Así las cosas, para la prosperidad de la acción de 
tutela por violación del derecho de petición, el accionante debe 
acreditar dentro del proceso que elevó la correspondiente 
petición y, que la misma no fue contestada.” 

 
Acorde a lo anterior, es deber del ciudadano petente, demostrar 

así sea de forma sumaria que se presentó la petición, tal como 

se vislumbra en caso similar, en Sentencia T-997 de 2005: 
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“La carga de la prueba en uno y otro momento del análisis 
corresponde a las partes enfrentadas: debe el solicitante aportar 
prueba en el sentido de que elevó la petición y de la fecha en la 
cual lo hizo, y la autoridad, por su parte, debe probar que 
respondió oportunamente. La prueba de la petición y de su 
fecha traslada a la entidad demandada la carga procesal de 
demostrar, para defenderse, que, al contrario de lo afirmado 
por el actor, la petición sí fue contestada, resolviendo de fondo 
y oportunamente. Pero si ante el juez no ha sido probada la 
presentación de la solicitud, mal puede ser condenada la 
autoridad destinataria de la misma, pues procesalmente no 
existe el presupuesto del cual se deduzca que, en tal evento, 
estaba en la obligación constitucional de responder”. 

 
En este sentido, no basta con que se afirme que su derecho de 

petición se vulneró al no obtener respuesta a su pedimento, por 

cuanto se debe respaldar su afirmación. 

 
3. DERECHO DE PETICIÓN POR MEDIOS 

ELECTRÓNICOS  

 

El ordenamiento jurídico prevé diversas normas que regulan el 

tema de las nuevas tecnologías incorporadas tanto en los 

procedimientos, como en las actuaciones judiciales y 

administrativas, una de ellas es la Ley 527 de 1999 “Por medio 

de la cual se define y reglamenta el acceso y uso de los mensajes 

de datos, del comercio electrónico y de las firmas digitales, y se 

establecen las entidades de certificación y se dictan otras 

disposiciones”.  

 

Ahora acorde al Código General del Proceso, es deber tanto de 

las partes como sus apoderados, señalar el lugar físico o el 

correo electrónico donde recibirán notificaciones. Por ello, las 

personas jurídicas de derecho privado y los comerciantes 

inscritos en el registro mercantil deben registrar en la Cámara de 

Comercio la dirección física y electrónica donde recibirán las 

notificaciones, y es ahí donde deberán remitirse las 

comunicaciones en aras de no vulnerar el debido proceso y el 

derecho de defensa.  

 

En la Sentencia C-012 de 2013, la Corte Constitucional estableció 

la importancia de las notificaciones realizadas a través de correo 

electrónico. Sobre ello adujo: 

 
“… Se señaló que, en el marco de las competencias del legislador, 

es legítimo que éste adecúe el sistema de notificaciones a los 

nuevos y mejores avances tecnológicos, ya que es necesario 

actualizar los regímenes jurídicos para darle fundamento al 

intercambio electrónico de datos, como ocurrió con la Ley 527 de 
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1999, o el artículo 29 de la Ley 794 de 2003. No obstante lo 

anterior, la jurisprudencia ha reconocido también que, en la 

incorporación de los avances tecnológicos en los procesos de 

notificación, no puede perderse de vista el fin del mismo, que 

consiste en lograr comunicar al sujeto, las actuaciones judiciales 

o administrativas que puedan interesarle.  

 

También la sentencia C-624 de 2007, en la que se estudió una 

demanda contra el artículo 45 de la Ley 1111 de 2006, que 

modificó el artículo 565 del Estatuto Tributario, citado 

anteriormente, la Corte reiteró la constitucionalidad de los 

mecanismos de notificación electrónica, estableciendo que “estas 

normas están estrechamente relacionadas con la materialización 

del debido proceso administrativo en los procedimientos 

tributarios, aduaneros y cambiarios, en tanto prevén mecanismos 

eficaces para la notificación de las actuaciones de la 

administración”.  

 

Esta jurisprudencia fue recordada en la sentencia C-980 de 2010, 

al señalar que, tal y como lo ha reconocido la Corte en múltiples 

decisiones, en el marco de los diferentes tipos de notificación 

dispuestas por el legislador, la que se realiza por correo, incluido 

el electrónico, representa un mecanismo adecuado, idóneo y 

eficaz, que garantiza el principio de publicidad y el debido 

proceso, porque es una manera legítima de poner en 

conocimiento de un determinado proceso o actuación 

administrativa, a los sujetos interesados”.  

 

Recientemente, la Corte Constitucional en la Sentencia T-230 de 

2020 estableció la importancia de canalizar las peticiones a través 

de los medios tecnológicos, imponiendo unos deberes a las 

entidades, tales como: (i) Adoptar los medios tecnológicos para 

tramitar y resolver las solicitudes, y, (ii) Gestionar todas las 

peticiones que se alleguen vía fax o por medios electrónicos. Al 

respecto indicó: 

 

“Por su parte, los medios electrónicos son herramientas que 

permiten la producción, almacenamiento o transmisión 

digitalizada de documentos, datos e informaciones, a través de 

cualquier red de comunicación abierta o restringida. Esta última 

supone un diálogo entre sujetos –al menos un emisor y un 

receptor– en el que se da una transmisión de señales que tienen 

un código común. Estas herramientas tecnológicas se encuentran 

contenidas en las Tecnologías de la Información y las 

Comunicaciones (TIC), que son “el conjunto de recursos, 

herramientas, equipos, programas informáticos, aplicaciones, 

redes y medios, que permiten la compilación, procesamiento, 

almacenamiento, transmisión de información como voz, datos, 

texto, video e imágenes.” Dentro de estos servicios se resaltan 

los de telemática e informática en los que se ubica la Internet, 
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hoy por hoy, medio que, por excelencia, facilita la transmisión de 

información y comunicaciones entre la población.  

 

(…) En este orden de ideas, el CPACA no se limita a unos canales 

específicos para permitir el ejercicio del derecho de petición, sino 

que, en su lugar, adopta una formulación amplia que permite irse 

adecuando a los constantes avances tecnológicos en materia de 

Tics. En otras palabras, el marco normativo que regula el derecho 

de petición abre la puerta para que cualquier tipo de medio 

electrónico que sea idóneo para la comunicación o transferencia 

de datos, pueda ser tenido como vía para el ejercicio de esta 

garantía superior.  

 

(…) La información y contenido que se encuentre en un mensaje 

de datos tienen plena eficacia probatoria, dada la integridad que 

se predica de dicho instrumento (siempre que su contenido no se 

hubiere alterado), característica que puede satisfacerse a partir 

de los sistemas de protección de la información como la 

criptografía y las firmas electrónicas. Frente al grado de 

confiabilidad del mensaje, se debe precisar que este “será 

determinado a la luz de los fines para los que se generó la 

información y de todas las circunstancias relevantes del caso.” Al 

respecto, la Corte manifestó que “los documentos electrónicos 

están en capacidad de brindar similares niveles de seguridad que 

el papel y, en la mayoría de los casos, un mayor grado de 

confiabilidad y rapidez, especialmente con respecto a la 

identificación del origen y el contenido de los datos, siempre que 

se cumplan los requisitos técnicos y jurídicos plasmados en la 

ley.”  

 
En este orden de ideas, las peticiones formuladas a través de 

mensajes de datos en los diferentes medios electrónicos 

habilitados por la autoridad pública –siempre que permitan la 

comunicación–, deberán ser recibidos y tramitados tal como si 

se tratara de un medio físico.  

 

Por lo demás, los mensajes de datos que se utilicen, siguiendo 

los mismos parámetros básicos del ejercicio del derecho de 

petición, deberán poder determinar quién es el solicitante y que 

esa persona sea quien en definitiva aprueba el contenido 

enviado. Sobre el particular, el artículo 7 de la precitada Ley 527 

de 1999 establece que la identificación del sujeto en un 

documento se podrá realizar mediante (i) la constatación del 

método utilizado, el cual deberá identificar al iniciador de la 

comunicación, a la vez que tendrá que permitir inferir la 

aprobación de su contenido. Aunado a ello, (ii) dicho método 

deberá ser “tanto confiable como apropiado para el propósito por 

el cual el mensaje fue generado o comunicado”  En general, este 
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tipo de medios exigen sistemas de protección de la información 

como la criptografía (posibilidad de crear un perfil con una 

contraseña que solo conozca el titular de la cuenta) o también la 

firma digital, esto es, un tipo de firma electrónica acreditada que 

ofrece seguridad sobre la identidad del firmante y la autenticidad 

de los documentos en que se utiliza1” 

 
4. Caso concreto. 

 

Pretende la accionante Labores Sansal la protección de su 

derecho fundamental de petición y, en consecuencia, se ordene 

a Nueva EPS brindar una respuesta de fondo, congruente a lo 

solicitado, esto es, se indique el trámite impartido la validación 

respecto al pago o no de las incapacidades de sus trabajadores. 

 

En respuesta, la entidad accionada puso de presente que no se 

le acredito la presentación de la petición objeto de esta acción 

constitucional, por sus correos oficiales o canales habilitados 

para tal fin. 

 

Así pues, la improcedencia de la acción de tutela ante la 

inexistencia de una conducta respecto de la cual se pueda 

efectuar el juicio de vulnerabilidad de derechos fundamentales, 

y por tanto al ser un requisito lógico jurídica para la procedencia 

de la acción, por tanto sin la existencia de un acto concreto de 

vulneración o la inexistencia de una conducta especifica activa u 

omisiva, puesto que se le ha brindado una respuesta que no le 

ha sido favorable para su interés, y no es del campo objetivo del 

juez constitucional el dirigir la respuesta en uno u otro sentido2. 

 

El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, 

inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, 

así pues, se desprende que el mecanismo de amparo 

constitucional se torna improcedente, entre otras causas, cuando 

no existe una actuación u omisión del agente accionado a la que 

se le pueda endilgar la supuesta amenaza o vulneración de las 

garantías fundamentales en cuestión. 

 

En este orden de ideas, observa el Despacho que esta causa 

constitucional carece de objeto, pues no se observa que haya 

vulneración latente al derecho fundamental invocado, como 

quiera que no se allegó por parte de la entidad accionante la 

 
1 Ley 527 de 1999, Arts. 7,9,10 y 28 y Sentencia C662-00 

2 T-130 de 2014  



Juzgado 27 Civil Circuito de Bogotá 
Acción de Tutela  
Radicado: 11001310302720230044400 
Labores Sansal S.A.S contra Nueva EPS 

8 

constancia de la remisión de la comunicación del derecho de 

petición pretendido por la parte accionante.  

 

En este orden de ideas, no se encuentra que la accionada este 

incurriendo en alguna conducta vulneradora del derecho 

fundamental invocado por el extremo actor, y por lo mismo 

habrá de rechazarse por improcedente la presente acción.  

 

III. Decisión: 

 

Congruente con lo expuesto, el Juzgado Veintisiete Civil del 

Circuito de Bogotá, D.C., administrando justicia en nombre de la 

República de Colombia y por autoridad de la ley. 

 

RESUELVE: 

 

1.  NEGAR el amparo solicitado por la entidad LABORES SANSAL SAS 

contra la NUEVA EPS acorde a las razones indicadas en la parte motiva 

de esta providencia. 

 

2. NOTIFÍQUESELE a las partes este fallo por el medio más 

expedito. 

 

3. REMITIR el presente fallo a la Corte Constitucional para lo de 

su cargo, en caso de no ser impugnado, conforme a las 

instrucciones pertinentes para el efecto. 

 
Notifíquese y Cúmplase, 
La Juez 
 
 
 

MARIA EUGENIA FAJARDO CASALLAS 
 
nprl 

Firmado Por:

Maria Eugenia Fajardo Casallas

Juez

Juzgado De Circuito

Civil 027 Escritural

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12



 

Código de verificación: 275c8ee2b084a4acddd694e7f133c3cea650c4d2386711f87f9ab733e35d698a

Documento generado en 16/08/2023 09:09:08 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica


